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1.- VISTOS 

Desata la Sala el  recurso de apelación interpuesto por el apoderado de la interna AURORA OCAMPO contra el auto interlocutorio proferido el nueve (09) de enero de 2007 por el Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad, por medio del cual negó la libertad condicional solicitada. 
2.- PROVIDENCIA 

El señor Juez que vigila el cumplimiento de la pena impuesta, tuvo en cuenta en su decisión que la señora OCAMPO había sido condenada a la pena principal de treinta y dos (32) meses y quince (15) días de prisión por medio de sentencia proferida el catorce (14) de septiembre de 2005 por el Juzgado Promiscuo del Circuito de Apía (Rda.). En ese entendido, dado que se encontraba privada de la libertad desde el doce (12) de agosto de 2005, significaba que el requisito objetivo contemplado en la norma del artículo 64 del C.P. -modificado por el artículo 5º de la Ley 890 de 2004-, se encontraba cumplido ya que en efecto había descontado las dos (2/3) terceras partes de la pena, equivalentes a veintiún (21) meses y quince (15) días.

A renglón seguido, se ocupó de analizar el cumplimiento de los otros aspectos contemplados en la norma pertinente. En esa dirección y con fundamento en lo sostenido por la Corte Constitucional en la sentencia C-194 de 2005, entendió que el estudio que los Jueces de Ejecución de Penas y Medidas deben hacer concierne al comportamiento del condenado en el sitio de reclusión para, con base en la gravedad de la conducta punible examinada y valorada previamente en el fallo condenatorio por el Juez, determinar si es necesario que se continúe con la ejecución de la pena. Dijo también, que la gravedad y modalidad del delito ponen de manifiesto aspectos importantes de la personalidad del agente, al tiempo que su proceder en reclusión posibilita evaluar si la pena ha logrado su propósito resocializador. De igual manera, se valió de jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia alusiva al punto de la valoración de la gravedad de la conducta como factor determinante de la concesión de la libertad condicional.
Con esas pautas, consideró que en la sentencia se valoró la conducta de la procesada como grave habida consideración de utilizar su casa para expender drogas, poniendo en peligro la salud pública –bien jurídico tutelado- el cual incluía por supuesto a su familia. Por ello, le negó la suspensión condicional de la ejecución de la pena dado que esta clase de delitos menoscaba los intereses básicos de la comunidad, por ello, la respuesta de la justicia debe ser severa, de tal manera que se cumpla con su verdadera función de prevención especial y general.

Así las cosas, coligió que una conducta de tan enorme gravedad y riesgo para la seguridad de la colectividad, exigía un mayor rigor en su ejecución, en especial, por cuanto sus características, naturaleza y modalidad, ponían en evidencia una personalidad carente de solvencia moral, de principios y valores, de respeto para con la salud de sus congéneres. Por demás, en la actuación no aparecían elementos de juicio que permitan realizar un pronóstico en el sentido que la sentenciada no pondrá en peligro a la sociedad, en atención a que por sí sola la buena conducta en el centro carcelario no es suficiente para concluir la rehabilitación y resocialización de la interna y el cumplimiento de otro de los fines de la pena, la ya aludida prevención general y particular que tenía una gran preponderancia según lo analizado.

En esos términos despachó desfavorablemente la solicitud.  
3.-  RECURSO

Para el togado que vela por los intereses de la interna, la decisión adoptada no es de recibo porque el estudio para conceder o negar la libertad condicional debe hacerse en primer término desde la perspectiva de la necesidad de cumplirse la pena ya impuesta y, en segundo, sobre hechos distintos a los que fueron objeto de reproche en la sentencia condenatoria, es decir, que hayan ocurrido con posterioridad a la misma y que estén vinculados con el comportamiento del sentenciado en reclusión.

Alude al tenor literal del actual artículo 64 del Código Penal, a partir de lo cual estima que no hay discusión en lo que se refiere al cumplimiento del requisito objetivo, empero, no obstante haberse encontrado por parte del Juez ejecutor que la señora AURORA ha tenido un buen comportamiento carcelario, que ha estudiado y trabajado, que ha mostrado arrepentimiento por el delito cometido, que jamás ha hecho intentos de fuga, que no ha cometido otros delitos y no ha permanecido en el ocio, de forma inexplicable le niega la libertad con el argumento de observarse en su personalidad carencia de solvencia moral, de principios y valores y respeto para sus congéneres.
Estima que los elementos de juicio ya fueron tenidos en cuenta por el Juez de conocimiento para condenar a su patrocinada y si bien es cierto el Juez ejecutor debe basarse en las mismas, no debe seguirlas para negar la libertad e ignorar lo acaecido con posterioridad. Se pregunta dónde queda el análisis y la valoración que con posterioridad se debe hacer sobre el comportamiento de la interna en el centro carcelario, que en el fondo son la base para colegir si se ha rehabilitado y se encuentra preparada para ingresar al seno de la sociedad. Sostiene que a su defendida nada de lo acaecido durante el cumplimiento de las dos (2/3) partes de la pena se le tuvo en cuenta para tomar la decisión y esa es la razón de la inconformidad, porque el señor Juez afirma que como la conducta de la señora AURORA fue calificada de grave, nada de lo que haga de ahí en adelante para redimirse le sirve y debe permanecer detenida hasta que cumpla la totalidad de la sanción.
Pide por tanto, que se revoque la decisión apelada, para que en su defecto, se le conceda a la interna la libertad condicional.   
4.-  SE CONSIDERA

Se tiene competencia funcional para desatar la apelación interpuesta en contra del auto interlocutorio proferido por el Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 34.6 de la Ley 906 de 2004.

4.1. Problema a dilucidar

Entiende el Tribunal que por medio de esta providencia, debe determinar en primer lugar, el grado de acierto que contiene la decisión adoptada por el señor Juez ejecutor de la pena, luego de lo cual, también deberá definir si es procedente conceder a la señora AURORA OCAMPO la libertad condicional que reclama su apoderado.

4.2. Solución  

4.2.1. Sobre la gravedad de la conducta

No ofrece discusión que la norma tenida en cuenta para definir este asunto, tal como se entendió en la instancia y lo comparte el recurrente, contiene las nuevas exigencias contempladas en la ley penal con motivo de la implementación del sistema fundado en el principio acusatorio, para el caso de la libertad condicional, en particular, la valoración de la gravedad de las conductas cometidas, elemento que no existía en las codificaciones anteriores y sobre el cual se fundamenta el disenso presentado. 

Este condicionamiento que fue introducido en la norma contemplada en el artículo 64 del Código Penal a través del artículo 5º de la Ley 890 de 2004, tiene su razón de ser en el sistema de pesos y contrapesos diseñado en el estatuto que actualmente impera en nuestro distrito judicial, el cual propugna por la participación del imputado o acusado en la definición de su situación procesal, ofreciéndosele la oportunidad de aceptar los cargos que se le imputan a cambio de una sustancial rebaja en la pena que se impone, como fue precisamente lo acaecido en el presente evento. De otra parte, busca que frente a conductas graves la sanción no se torne en una simple formalidad y antes bien, se materialicen los fines que la orientan en cuanto a la prevención general y especial, resocialización del delincuente y retribución justa. 

En conclusión, el proceso penal actual privilegia en extremo el derecho a la libertad en el período de investigación y juzgamiento, pero, una vez vencido en juicio el acusado y quebrada la presunción de inocencia, la regla debe ser el cumplimiento total de la sanción intramural para aquellos casos en los cuales la sociedad requiere que se hagan efectivos los fines que le son propios, previa valoración que hace el Juez de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de la gravedad de la conducta y del comportamiento desplegado por el interno durante su detención intramuros.
Infortunadamente, a través de los casos conocidos por vía de apelación y aun a través de acciones de tutela, lo que la Sala observa es que prácticamente se está creando una subregla de interpretación de la norma contenida en el artículo 64 del Código Penal, según la cual, quien no accedió al subrogado de la suspensión condicional de la ejecución de la pena, tampoco puede disfrutar de la libertad condicional y, por consiguiente, dado que su conducta fue grave, debe purgar en el centro de reclusión la totalidad de la pena. Una interpretación así surtida, no resulta apropiada en el entendido que el tratamiento penitenciario está basado en una política premial de tal manera que un comportamiento adecuado dentro del reclusorio debe tener unas consecuencias positivas para el sentenciado así como en algunos casos, uno negativo, también debe conllevar la no concesión de ciertas prebendas. 
Esta posición ya ha sido sostenida con anterioridad por el Tribunal cuando se ha opuesto a que por el hecho de que un sentenciado haya cometido un error en el decurso del cumplimiento de su condena o en un anterior beneficio de prisión domiciliaria, signifique que automáticamente deba permanecer en reclusión todo el tiempo que le fue impuesto, habida consideración a que al desestimularse el comportamiento positivo que se puede adoptar luego de presentarse el error, se puede incidir indebidamente en la forma en que un interno valore su propio proceso de resocialización y puede generar que ante la expectativa de haberlo perdido todo, asuma una conducta de rebeldía dentro del penal, con mayor razón en el cumplimiento de las penas de mayor duración.

De otro lado, el legislador no buscó acabar con el beneficio de la libertad condicional, sino que simplemente hizo más severos los requisitos para su concesión, al imponer el pago de la multa impuesta, la satisfacción de la indemnización a las víctimas y la valoración de la gravedad de la conducta, la cual en criterio de la Corte Constitucional, debe también involucrar la posición asumida por el interno en su proceso de resocialización, tal como se advierte del siguiente extracto, tomado precisamente de la sentencia C-194 de 2005 ya tenida en cuenta por el señor Juez a quo de manera específica y de forma genérica por el impugnante al sustentar su recurso, como quiera que precisamente su ataque se funda en varios de los aspectos que allí se mencionan. Veamos:
Tal como ya se explicó, en este punto la Corte entiende que el Juez de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad no cumple un mero papel de verificador matemático de las condiciones necesarias para conceder el beneficio de la libertad condicional. Tal vez ello ocurra con los requisitos objetivos para conceder tal beneficio –el cumplimiento de las dos terceras partes de la condena y el pago de la multa, más la reparación a la víctima- pero, en tratándose de los requisitos subjetivos (confesiones; aceptación de los cargos; reparación del daño; contribución con la justicia; dedicación a la enseñanza, trabajo o estudio; trabas a la investigación; indolencia ante el perjuicio; intentos de fuga; ocio injustificado; comisión de otros delitos, etc.
), dicha potestad es claramente valorativa. Ello significa que es el juicio del Juez de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad el que determina, en últimas, si el condenado tiene derecho a la libertad condicional.

[…]
En segundo término, los motivos y razones aducidos por el juez en la providencia deben estar plenamente probados. El hecho de que el cumplimiento o incumplimiento de las exigencias requeridas para conceder el subrogado penal deban estar demostradas es garantía de que el Juez de Ejecución de Penas ha valorado realmente el comportamiento penitenciario del condenado, a partir de lo cual ha decidido que éste merece continuar en custodia o disfrutar responsablemente de su libertad. 

Finalmente, esta Corte considera que el análisis de los motivos que conducen a negar o a conceder la libertad provisional debe hacerse en consonancia con las condiciones particulares del reo, de manera que la medida, en su caso, cumpla con el requisito de la razonabilidad. Así las cosas, para poner un ejemplo, si el centro de reclusión en el que se encuentra privado de la libertad no ofrece oportunidades de trabajo, no permite el desarrollo de un oficio o una actividad productiva, no podrá negarse el beneficio de la libertad condicional con el argumento de que el condenado ha dedicado su tiempo de reclusión al ocio. En estos términos la Corte pretende enfatizar la necesidad de que la privación efectiva de la libertad únicamente ocurra cuando existan motivos realmente determinantes para negar el subrogado penal. –negrillas de la Sala para destacar-

4.2.2.- El caso concreto

En lo que hace con el presente evento, miradas con detenimiento las particularidades del ilícito por el cual fue condenada la ahora interna, observa la Sala que de manera injustificada se atentó contra la salud pública del conglomerado social que desarrolla sus actividades en el municipio de Apía (Rda.), puesto que se dedicó al expendio de estupefacientes. Empero, esa conducta reprochable ya fue objeto de la condigna sanción materializada en la efectiva privación de la pena, en cuyo cumplimiento se ha observado un notable esfuerzo de la sentenciada por demostrar un comportamiento dentro del penal, certificado por las autoridades carcelarias de ejemplar y buena
, adelantando también actividades laborales y de estudio. 
Infortunadamente, tal situación de actuar de conformidad con lo que se espera de una persona que ha asumido de manera positiva el cumplimiento de la pena, casi ninguna consideración mereció por parte del despacho de primer grado y solamente se tuvo en cuenta lo acontecido durante los hechos que sirvieron de fundamento a la sentencia condenatoria. Razón por tanto le asiste al impugnante, ya que como se vio, una posición así concebida no puede ser avalada por este Tribunal, tal como se consignó en el acápite precedente. De suerte que en lo que concierne al factor gravedad de la conducta, analizado en conjunto con el comportamiento intramural la Sala estima que es también un requisito superado en el camino que se debe recorrer para conceder la libertad condicional de la sentenciada. 
4.2.2.1.- Procedencia de la concesión del beneficio liberatorio

Lastimosamente, no se puede acceder a la petición contenida en el recurso, consistente en otorgar la libertad condicional a la señora AURORA OCAMPO, por cuanto se observa que en la sentencia se le impuso también como pena principal multa por valor de un millón ciento cuarenta y un mil ($1´141.000) pesos. Como se sabe, este es otro de los requisitos exigidos para la concesión del beneficio liberatorio, sobre el cual vale la pena decir que no se hizo pronunciamiento alguno por el a quo, ni se hizo mención tampoco en la petición inicial o en la sustentación del recurso por parte del abogado que defiende los intereses de la interna, además que, no aparece constancia alguna de su satisfacción.
Así las cosas, con las observaciones aquí plasmadas, la providencia apelada será confirmada en cuanto que al no satisfacerse todos los requisitos exigidos en la norma pertinente, no se ve viable la concesión del beneficio liberatorio, sin perjuicio de que posteriormente, si es el interés de la interna o su representante, el señor Juez de primer grado, al realizar el estudio pertinente en lo que a la cancelación de la multa se refiere, adopte la determinación que corresponda. 
5.- DECISIÓN  

El Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal,  CONFIRMA por las razones aquí aducidas, el auto interlocutorio proferido por el Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad, objeto de alzada. 
CÓPIESE, CÚMPLASE Y DEVUÉLVASE 

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

    
  LEONEL ROGELES MORENO
IVANOV ARTEAGA GUZMÁN

La Secretaria de la Sala,

CRUZ ELENA GONZÁLEZ LÓPEZ
� CSJ. Sala de Casación Penal. Auto 14536 enero 27 de 1999. M.P. Aníbal Gómez Gallego


� Cfr. las calificaciones de conducta que aparecen en los Fls: 72, buena; 73, buena; 74, buena; y, 75, ejemplar. 
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